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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
CORTE CONSTITUCIONAL 

  
           

           COMUNICADO No. 26 
           Julio 2 de 2014 

 
EL ESTABLECIMIENTO POR EL LEGISLADOR DE UNA FECHA POSTERIOR PARA LA ENTRADA 

EN VIGENCIA DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

DE LOS DEPARTAMENTOS Y MUNICIPIOS, A LA PREVISTA PARA LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS DEL ORDEN NACIONAL, NO VULNERA LA IGUALDAD POR ESTAR FUNDADA EN 

UNA FINALIDAD CONSTITUCIONALMENTE LEGÍTIMA, ADECUADA Y NECESARIA  
 

 
      I.  EXPEDIENTE D-9760     -    SENTENCIA C-415/14  (Julio 2) 
          M.P. Alberto Rojas Ríos 
 

  
1. Norma acusada 

LEY 100 DE 1995 
(Diciembre 23) 

Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones 

ARTÍCULO 151. VIGENCIA DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. El Sistema General de Pensiones previsto 
en la presente Ley, regirá a partir del 1o. de Abril de 1.994. No obstante, el Gobierno podrá autorizar el 

funcionamiento de las administradoras de los fondos de pensiones y de cesantía con sujeción a las 
disposiciones contempladas en la presente Ley, a partir de la vigencia de la misma.  

PARÁGRAFO. El Sistema General de Pensiones para los servidores públicos del nivel 
departamental, municipal y distrital, entrará a regir a más tardar el 30 de junio de 1.995, en la 
fecha que así lo determine la respectiva autoridad gubernamental.  
 

2. Decisión 

Declarar EXEQUIBLE el parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993, por el 
cargo analizado en la presente providencia. 
 
3. Síntesis de los fundamentos 

La Corte Constitucional, luego de analizar las circunstancias que precedieron a la 
expedición de la Ley 100 de 1993 y las condiciones que en materia pensional 
existían en el orden territorial, determinó que el legislador no vulneró el derecho 
de igualdad, por cuanto el establecimiento de una fecha posterior para la entrada 
en vigencia del sistema para los servidores públicos de los departamentos y 
municipios distinta a la de los servidores públicos del orden nacional, está fundado 
en un fin aceptado constitucionalmente, consistente en la protección especial al 
derecho a la seguridad social en pensión de los servidores públicos del nivel 
departamental, municipal y distrital, pues los entes territoriales debían someterse a 
un proceso de adecuación y evaluación de las condiciones de solvencia o 
insolvencia de las cajas, fondos o entidades de previsión que reconocían y 
pagaban las pensiones a los servidores públicos del orden territorial. Por 
consiguiente, la vigencia diferida del Sistema General de Pensiones a nivel 
territorial conforme a parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993 resulta 
adecuada y además necesaria.  

En el presente caso, la Corte estableció que el trato legal divergente se justifica 
respecto de los grupos sometidos a una situación fáctica particular de los 
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servidores públicos del nivel territorial y la regulación diferencial que contempla la 
norma, tiene por objeto maximizar la protección de un derecho fundamental a 
través de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones a partir del 30 
de junio de 1995.  

Con fundamento en estas consideraciones, procedió a declarar la exequibilidad del 
parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993.    
 

LA CREACIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE MIGRACIONES ESTABLECIDO PARA ELEVAR LA 

CALIDAD DE VIDA DE LAS COMUNIDADES COLOMBIANAS EN EL EXTERIOR NO VULNERA EL 

DERECHO A LA IGUALDAD, POR ESTAR FUNDADA EN UNA FINALIDAD 

CONSTITUCIONALMENTE LEGÍTIMA, ADECUADA Y NECESARIA  
 

 
    II.  EXPEDIENTE D-9956     -    SENTENCIA C-416/14  (Julio 2) 
          M.P. María Victoria Calle Correa 
 

  
1. Norma acusada 

LEY 1465 DE 2011 
(Junio 29) 

Por la cual se crea el sistema nacional de migraciones y se expiden normas para la protección de los 
colombianos en el exterior 

ARTÍCULO 1o. CREACIÓN. Créase el Sistema Nacional de Migraciones, SNM, como un conjunto armónico de 
instituciones, organizaciones de la sociedad civil, normas, procesos, planes y programas, desde el cual se 
deberá acompañar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de la Política Migratoria con el propósito de 

elevar el nivel de calidad de vida de las comunidades colombianas en el exterior, considerando 
todos los aspectos de la emigración y la inmigración. 

PARÁGRAFO. Sin perjuicio de otras disposiciones legales y jurídicas el Ministerio de Relaciones Exteriores será 
el encargado de la formulación y ejecución de la Política Migratoria. 

ARTÍCULO 2o. OBJETO. El Sistema Nacional de Migraciones, SNM, tendrá como objetivo principal 
acompañar al Gobierno Nacional en el diseño y ejecución de políticas públicas, planes, 
programas, proyectos y otras acciones encaminadas a fortalecer los vínculos del Estado con las 
comunidades colombianas en el exterior. 

ARTÍCULO 3o. PRINCIPIOS. El Sistema Nacional de Migraciones, SNM, se orientará por los siguientes 
principios: 

1. Respeto integral de los Derechos Humanos de los migrantes y sus familias. 

2. Asistencia y mejoramiento de la calidad de vida de los colombianos que se encuentran en el 
exterior. 

3. Fomento de la migración ordenada para mitigar los efectos negativos de la inmigración irregular, la trata de 
personas y el tráfico ilícito de personas que incluya un sistema de alertas tempranas. 

4. Participación de la diáspora colombiana en los destinos del país y el ejercicio de los derechos de sufragio 
activo y pasivo en igualdad de condiciones con el resto de los colombianos. 

5. Integración social de los extranjeros en Colombia mediante políticas transversales dirigidas a toda la 
ciudadanía y basadas en la tolerancia, igualdad y no discriminación, siguiendo principios de reciprocidad. 

6. Promoción del diálogo con los países de origen, tránsito y destino migratorio, incluyendo la ratificación y 
desarrollo de los acuerdos necesarios. 

7. Fomento de iniciativas de desarrollo y codesarrollo migratorio, fortaleciendo y ampliando los Centros de 
Referencia y Oportunidades para los Retornados del Exterior (CRORE). 

ARTÍCULO 4o. OBJETIVOS DEL SISTEMA. Son objetivos del Sistema Nacional de Migraciones, SNM, los 
siguientes: 

1. Acompañar integralmente los procesos migratorios buscando la eficiencia, equidad, reciprocidad, 
participación, transversalidad, concertación e igualdad de trato y de condiciones de todos los migrantes 
colombianos y de los extranjeros que se encuentren en territorio colombiano. 
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2. Presentar al Ministerio de Relaciones Exteriores inquietudes, diagnósticos y propuestas para el 
establecimiento y fortalecimiento de vínculos entre la Nación y los colombianos en el exterior, 
entre ellos la creación del Viceministerio de Migraciones y Desarrollo. 

3. Identificar los intereses y necesidades de los colombianos en el exterior y sus familias. 

4. Fortalecer los canales de comunicación, participación e integración de los migrantes 
colombianos, así como las redes y asociaciones de colombianos en el exterior. 

5. Fortalecer acciones y mecanismos de carácter político y técnico, para mejorar las condiciones y 
la calidad de vida de los colombianos en el exterior y de sus familias en aspectos de las remesas, 
los flujos laborales ordenados, la protección y seguridad social, la homologación de títulos y 
competencias técnicas, profesionales y laborales, la asistencia al retorno incluyendo su menaje 
profesional industrial y doméstico, la protección de sus Derechos Humanos, o cualesquiera otros 
que puedan ser pertinentes. 

6. Fomentar acciones y mecanismos de carácter político y técnico, para mejorar las condiciones y 
oportunidades para la inserción y aprovechamiento del recurso humano calificado y promover el intercambio 
cultural y educativo con los países de mayor recepción de colombianos. 

7. Proponer e instar al Gobierno Nacional para la celebración de acuerdos, convenios y tratados bilaterales y 
multilaterales que atiendan los diferentes aspectos temáticos de la migración colombiana internacional. 

8. Proponer y participar en espacios para el desarrollo de la educación, la ciencia, la cultura, el arte, la 
investigación, el deporte y la integración social de los ciudadanos migrantes. 

9. Promover la participación política, amplía y libre de los colombianos en el exterior para que tomen parte en 
las decisiones de interés nacional y en la conformación y ejercicio del poder político conforme a la Constitución 
y a la ley. 

10. Difundir los mecanismos legales y constitucionales para el ejercicio de la Veeduría Ciudadana por parte de 
los colombianos en el exterior. 

11. Proponer y apoyar acciones para el fortalecimiento del servicio Diplomático y Consular conforme a las 
necesidades específicas de los colombianos en el exterior. 

12. Promover la vinculación y la articulación de la política integral migratoria a los planes de desarrollo 

nacional, regional y local y a las políticas de codesarrollo. 

13. Facilitar y acompañar la gestión y ejecución de proyectos productivos, sociales o culturales de iniciativa de 
la población migrante tanto en el exterior como al interior del país. 

14. Proponer la implementación de mecanismos para asesoramiento jurídico en materia penal a 
los connacionales detenidos y/o condenados en cárceles del exterior. 

15. Promover la articulación de acciones interinstitucionales y de los niveles público y privado para la creación 
de un sistema de información estadística integral, periódica y confiable en materia migratoria. 

16. Proponer la implementación de una póliza de seguro integral para la repatriación de los cuerpos de 
nuestros connacionales fallecidos en el exterior. 

17. Los demás que no correspondan a otras autoridades. 

PARÁGRAFO. En la consecución de estos objetivos podrá convocarse el concurso y cooperación del sector 
privado, las organizaciones no gubernamentales y las de carácter multilateral. 

ARTÍCULO 5o. CONFORMACIÓN. El Sistema Nacional de Migraciones estará integrado por la Comisión Nacional 
Intersectorial de Migraciones como eje central, así como las entidades estatales y gubernamentales, que no 
formen parte de la primera, pero cuyas funciones y objetivos tengan relación con los temas concernientes a la 
emigración y la inmigración en Colombia, las Comisiones Segundas del Senado y la Cámara de 
Representantes, y la Mesa Nacional de la Sociedad Civil para las Migraciones, donde tendrán 
asiento el sector privado, las organizaciones no gubernamentales, la academia y las 
organizaciones de colombianos en el exterior cuyos objetivos atiendan temas migratorios. 

PARÁGRAFO. La Mesa Nacional de la Sociedad Civil para las Migraciones se dará su propio reglamento, elegirá 
su representante ante la Comisión Nacional Intersectorial de Migración y deberá constituirse jurídicamente. 

ARTÍCULO 7o. PARTICIPACIÓN DE LOS COLOMBIANOS EN EL EXTERIOR. El Gobierno Nacional 
creará espacios para la participación, con el propósito de facilitar la interlocución de las 
asociaciones, redes y federaciones de colombianos en el exterior. En estos espacios se 
presentarán y concertarán las propuestas de dichas comunidades, a fin de ser evaluadas y 
aplicadas por la Comisión Nacional Intersectorial de Migración. 

ARTÍCULO 8o. PLAN DE RETORNO. Por iniciativa parlamentaria o, del Gobierno Nacional se formulará el Plan 
de Retorno para los migrantes colombianos que son retornados o regresan voluntariamente al país. 

Este Plan de Retorno contemplará alianzas interinstitucionales y de cooperación, con el fin de brindar las 
herramientas necesarias para velar por el ejercicio de sus derechos, por medio de acciones para facilitar el 
acceso a servicios de salud y vivienda, capacitaciones a nivel laboral, desarrollo de emprendimientos y acceso 
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a crédito para proyectos productivos, creación de exenciones tributarias y estímulos impositivos y aduaneros, 
así como de asistencia social mediante asesorías jurídicas y apoyo psicológico para los migrantes y su núcleo 
familiar. 

La política de retorno asistido y acompañado es conducente a facilitar la plena reinserción de los retornados, 
acompañada de instrumentos que reduzcan o eliminen los impuestos y cargas fiscales, a fin de canalizar las 
remesas de los retornados hacia la inversión y el ahorro. 

A su vez el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de los Consulados, desarrollará 
actividades de protección de los derechos fundamentales de los colombianos en el exterior, 
además de ejercer ante las autoridades del país donde se encuentren, las acciones pertinentes 
para garantizar el respeto de los intereses de las personas naturales y jurídicas, de conformidad 
con los principios y normas del Derecho Internacional. 

Los colombianos deportados no serán reseñados cuando sea por razones de discrecionalidad migratoria, 
permanencia irregular, documentación incompleta o negación de asilo político en el país expulsor. El 
Departamento Administrativo de Seguridad o el organismo que haga sus veces verificará la información y 
expedirá el respectivo certificado judicial. 

Las entidades públicas promoverán los mecanismos para la puesta en marcha de un plan de promoción de 
empleo e incorporación social y laboral de los colombianos que retornen y sus familiares para facilitar su 
inserción en el mercado laboral. 

PARÁGRAFO. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Relaciones Exteriores reglamentará la aplicación 
del Plan de Retorno para los migrantes colombianos establecido en este artículo. 
 

2. Decisión 

Declarar EXEQUIBLES los artículos 1 (parcial), 2, 3 (parcial), 4 (parcial), 5 
(parcial), 7 y 8 (parcial) de la Ley 1465 del 29 de junio de 2011 “por la cual se crea 
el sistema nacional de migraciones y se expiden norma para la protección de los 
colombianos en el exterior”. 
 
3. Síntesis de los fundamentos  

El problema jurídico que la Corte debía resolver en esta oportunidad consistió en 
determinar, si la creación por el legislador del Sistema Nacional de Migraciones, 
SNM dirigido únicamente a elevar la calidad de vida de las comunidades 
colombianas en el exterior, vulnera el derecho a la igualdad, al no abordar 
cuestiones referentes a los derechos de los migrantes extranjeros que se 
encuentran en el exterior.  

El análisis de la Corporación parte de la consideración según la cual, si bien es 
cierto que desde la perspectiva del derecho internacional las personas migrantes 
colombianas en el extranjero y las personas migrantes extranjeras en Colombia 
tienen muchos aspectos en común, también lo es que desde la óptica del derecho 
constitucional colombiano, es claro que existen diferencias entre la situación de 
unos y otros migrantes. Indicó, que el ámbito de acción y las competencias del 
Estado colombiano sobre las personas migrantes extranjeras en Colombia es alto y 
significativo. Se trata de personas que, sin importar cuál sea su condición o la 
razón por la que se encuentren en el territorio, merecen el respeto, la protección y 
la garantía de sus derechos fundamentales, de los cuales es titular bajo el orden 
jurídico vigente, en virtud de la Constitución misma. En cambio, la protección que 
se puede dar a los migrantes colombianos en el exterior es menor. Por razones de 
jurisdicción y competencia, el Estado colombiano no puede tomar amplias y 
significativas medidas de protección a sus nacionales que se encuentren en otras 
naciones del planeta. En tal sentido, por ejemplo, los acuerdos bilaterales y 
multilaterales son una importante estrategia para avanzar en la defensa de las 
personas migrantes colombianas en el exterior. 

La Corporación observó que la situación diferente de uno y otro grupo está 
fundada en una condición objetiva y razonable, que justifica plenamente el abordar 
la problemática de un grupo de emigrantes frente al otro: el territorio, estar o no 
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en Colombia. El grupo de migrantes extranjeros en Colombia, tiene la característica 
de estar en territorio colombiano, en tanto que los migrantes colombianos tienen la 
característica, precisamente, de no estar en territorio patrio, o de no haber estado 
en este y estar en tránsito a regresar al mismo. La razón por la cual un migrante 
extranjero es objeto de protección jurídica por parte del estado colombiano, 
fundamentalmente, es su presencia en el territorio nacional. Si ese migrante 
extranjero parte del territorio nacional y continúa libremente su marcha hacia otro 
país, que es su destino final, las obligaciones del Estado colombiano en relación 
con esa persona cesan. En cambio, la relación con el migrante colombiano en el 
exterior no depende de que la persona se encuentre en un determinado territorio, 
sino de que no se encuentre en territorio colombiano. El migrante extranjero está 
ligado a Colombia por su presencia en la República, mientras que el migrante 
colombiano está ligado a Colombia por su condición de nacional o ciudadano 
ausente del territorio colombiano.  

Además de esta diferencia, la Corte advirtió que los derechos y medidas que se 
adoptan en las normas acusadas, se refieren a aspectos derivados de esta 
situación diferente de uno y otro grupo. Como lo indica el Gobierno, la finalidad de 
incluir únicamente a los migrantes colombianos en el extranjero es poder 
promover mejores condiciones de vida, dada su distancia y su presencia en otra 
nación. Se trata de ámbitos de protección propios de los migrantes colombianos, 
que no así de los migrantes extranjeros en Colombia, puesto que se relacionan con 
el mantenimiento de lazos de los colombianos con su cultura y su gente. Así 
mismo, resaltó que los migrantes colombianos en el extranjero son sujetos de 
especial protección dada su situación de vulnerabilidad, especialmente en casos de 
exilio forzado, de tal modo que también es razonable que el legislador hubiese 
concentrado su atención por esta oportunidad, en los derechos de dichos 
migrantes.  

Para la Corte, el legislador no vulneró el derecho de igualdad de las personas 
migrantes extranjeras, al haber creado el Sistema Nacional de Migraciones, SNM, 
dirigido a elevar el nivel de calidad de vida de las comunidades colombianas en el 
exterior y por ende, los apartes normativos acusados de los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 
7 y 8 de la Ley 1465 de 2011, fueron declarados ajustados a la Constitución, frente 
al cargo analizado.  

 

LA DESTINACIÓN DE UN PORCENTAJE DE LAS REGALÍAS DESTINADAS PARA CIENCIA Y 

TECNOLOGÍA, A LA CONSERVACIÓN DE LA BIODIVERSIDAD DE BUENAVENTURA ALTERA 

LOS CRITERIOS DE REPARTO DE ESTOS RECURSOS ENTE LOS DEPARTAMENTOS, 
DESCONOCIENDO LA COMPETENCIA DEL FONDO  
 

 
   III.  EXPEDIENTE D-9906     -    SENTENCIA C-417/14  (Julio 2) 
          M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
 

  
1. Norma acusada 

LEY 1617 DE 2013 
(Febrero 5) 

Por la cual se expide el Régimen para los Distritos Especiales  

ARTÍCULO 127. INVESTIGACIÓN, CONTROL Y VIGILANCIA DE LA BIODIVERSIDAD. Con la finalidad de 
garantizar la protección, recuperación y conservación de la biodiversidad, el Ministerio de Ambiente, la 
autoridad ambiental creada en el marco de esta ley, la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, la 
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Universidad del Pacífico, la Universidad del Valle, el Invemar, el IIAP, y la Dimar, establecerán el Comité de 
Monitoreo de la Biodiversidad del Distrito de Buenaventura.  

PARÁGRAFO 1o. La Secretaría Técnica del Comité de Biodiversidad del Distrito de Buenaventura, la realizará la 
autoridad ambiental del Distrito.  

PARÁGRAFO 2o. En el marco de este artículo, el comité de biodiversidad, en el primer año de funcionamiento, 
debe realizar las acciones administrativas y técnicas para establecer la línea base de biodiversidad del Distrito 
de Buenaventura y, a partir de ello, cada año se deben realizar los respectivos monitoreos, que permitan fijar 
las estrategias de protección, recuperación y conservación de la biodiversidad.  

PARÁGRAFO 3o. De los recursos destinados por la Ley de Regalías para ciencia y tecnología, se 
debe destinar el 15% para realizar las estrategias de monitoreo, protección, recuperación, y 
conservación de la biodiversidad del Distrito de Buenaventura.  
 

2. Decisión  

Declarar INEXEQUIBLE el parágrafo 3° del artículo 127 de la ley 1617 de 2013 “Por la 
cual se expide el régimen para los Distritos Especiales”. 
 

3. Síntesis de los fundamentos 

Después de reiterar cuál es la nueva configuración constitucional del Sistema General de 
Regalías, la Corte concluyó que el parágrafo 3 del artículo 127 de la ley 1617, en tanto 
prevé que el 15% de los recursos del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación (FCTI) se 
debe dedicar a “realizar las estrategias de monitoreo, protección, recuperación, y 
conservación de la biodiversidad del Distrito de Buenaventura”, infringe los artículos 13 y 
361 de la Constitución Política. 

En primer lugar, la Corporación observó que el parágrafo trasgrede la nueva configuración 
del sistema de regalías contenida en el artículo 361 Superior, tal como fue reformado por 
el acto legislativo 05 de 2011, toda vez que (i) prevé la asignación de un porcentaje del 
FCTI a un destino diferente a la promoción de la ciencia, tecnología e innovación, sin 
previa formulación de proyectos regionales concretos acordes con los planes de desarrollo 
nacional y locales; (iii) restringe la competencia del órgano colegiado de decisión (OCAD) 
del FCTI para seleccionar los proyectos a financiar por el fondo; y (iii) altera los criterios 
de reparto de los recursos del fondo entre los departamentos.  

En segundo lugar, se advirtió que el parágrafo censurado también crea un privilegio en 
cabeza del Distrito de Buenaventura sin una justificación concreta y con amplio sacrificio 
de valores y principios constitucionales, como la equidad del sistema de regalías de cara a 
las entidades territoriales, la promoción del desarrollo regional a través de la inversión en 
ciencia, tecnología e innovación, y los principios de descentralización y autonomía 
territorial, así como el principio democrático, los cuales se desarrollan, por ejemplo, con la 
participación de dichos entes en el OCAD. 

 

LA CARENCIA DE CERTEZA, SUFICIENCIA Y PERTINENCIA DE LOS CARGOS DE 

INCONSTITUCIONALIDAD NO PERMITIERON A LA CORTE ENTRAR A EFECTUAR UN EXAMEN 

Y DECISIÓN DE FONDO  
 

 
   IV.  EXPEDIENTE D-10022     -    SENTENCIA C-418/14  (Julio 2) 
          M.P. María Victoria Calle Correa 
 

  
1. Norma acusada 

LEY 100 DE 1993 
(Diciembre 23) 

Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones 

ARTÍCULO 33. REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN DE VEJEZ. [Artículo modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 
2003] Para tener el derecho a la Pensión de Vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes condiciones: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#9
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1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años si es hombre. 

A partir del 1o. de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) años de edad para la mujer, y 
sesenta y dos (62) años para el hombre. 

2. Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo. 

A partir del 1o. de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en 50 y a partir del 1o.de enero de 2006 se 
incrementará en 25 cada año hasta llegar a 1.300 semanas en el año 2015. 

PARÁGRAFO 1o. Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente artículo, se tendrá en cuenta: 

a) El número de semanas cotizadas en cualquiera de los dos regímenes del sistema general de pensiones;  

b) El tiempo de servicio como servidores públicos remunerados, incluyendo los tiempos servidos en regímenes exceptuados; 

c) El tiempo de servicio como trabajadores vinculados con empleadores que antes de la vigencia de la Ley 100 de 1993 
tenían a su cargo el reconocimiento y pago de la pensión, siempre y cuando la vinculación laboral se encontrara vigente o se 
haya iniciado con posterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993. 

d) El tiempo de servicios como trabajadores vinculados con aquellos empleadores que por omisión no hubieren afiliado al 
trabajador. 

e) El número de semanas cotizadas a cajas previsionales del sector privado que antes de la Ley 100 de 1993 tuviesen a su 
cargo el reconocimiento y pago de la pensión. 

En los casos previstos en los literales b), c), d) y e), el cómputo será procedente siempre y cuando el empleador o la caja, 
según el caso, trasladen, con base en el cálculo actuarial, la suma correspondiente del trabajador que se afilie, a satisfacción 
de la entidad administradora, el cual estará representado por un bono o título pensional. 

Los fondos encargados reconocerán la pensión en un tiempo no superior a cuatro (4) meses después de radicada la solicitud 
por el peticionario, con la correspondiente documentación que acredite su derecho. Los Fondos no podrán aducir que las 
diferentes cajas no les han expedido el bono pensional o la cuota parte. 

PARÁGRAFO 2o. Para los efectos de las disposiciones contenidas en la presente ley, se entiende por semana cotizada el 
periodo de siete (7) días calendario. La facturación y el cobro de los aportes se harán sobre el número de días cotizados en 
cada período. 

PARÁGRAFO 3o. Se considera justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo o la relación legal o reglamentaria, 
que el trabajador del sector privado o servidor público cumpla con los requisitos establecidos en este artículo para tener 
derecho a la pensión. El empleador podrá dar por terminado el contrato de trabajo o la relación legal o reglamentaria, 
cuando sea reconocida o notificada la pensión por parte de las administradoras del sistema general de pensiones. 

Transcurridos treinta (30) días después de que el trabajador o servidor público cumpla con los requisitos establecidos en 
este artículo para tener derecho a la pensión, si este no la solicita, el empleador podrá solicitar el reconocimiento de la 
misma en nombre de aquel. 

Lo dispuesto en este artículo rige para todos los trabajadores o servidores públicos afiliados al sistema general de pensiones. 

PARÁGRAFO 4o. Se exceptúan de los requisitos establecidos en los numerales 1 y 2 del presente artículo, las personas que 
padezcan una deficiencia física, síquica o sensorial del 50% o más, que cumplan 55 años de edad y que hayan cotizado en 
forma continua o discontinua 1000 o más semanas al régimen de seguridad social establecido en la Ley 100 de 1993. 

<Aparte tachado INEXEQUIBLE> La madre trabajadora cuyo hijo menor de 18 años padezca invalidez física o mental, 
debidamente calificada y hasta tanto permanezca en este estado y continúe como dependiente de la madre, tendrá derecho 
a recibir la pensión especial de vejez a cualquier edad, siempre que haya cotizado al Sistema General de Pensiones cuando 
menos el mínimo de semanas exigido en el régimen de prima media para acceder a la pensión de vejez. Este beneficio se 
suspenderá si la trabajadora se reincorpora a la fuerza laboral. Si la madre ha fallecido y el padre tiene la patria potestad del 
menor inválido, podrá pensionarse con los requisitos y en las condiciones establecidas en este artículo. 

ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La edad para acceder a la pensión de vejez, continuará en cincuenta y cinco (55) 
años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014*, fecha en la cual la edad se incrementará en dos 
años, es decir, será de 57 años para las mujeres y 62 para los hombres.  

La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de la 
pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años 
de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o mas años de servicios 
cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás condiciones y requisitos 
aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente 
Ley.  

<Aparte tachado INEXEQUIBLE> El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso 
anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo 
que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base 
en la variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE. Sin embargo, cuando el tiempo 
que les hiciere falta fuese igual o inferior a dos (2) años a la entrada en vigencia de la presente Ley, el ingreso base para 
liquidar la pensión será el promedio de lo devengado en los dos (2) últimos años, para los trabajadores del sector privado y 
de un (1) año para los servidores públicos.  

Lo dispuesto en el presente artículo para las personas que al momento de entrar en vigencia el régimen tengan treinta y 
cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, no será aplicable 
cuando estas personas voluntariamente se acojan al régimen de ahorro individual con solidaridad, caso en el cual se 
sujetarán a todas las condiciones previstas para dicho régimen.  

Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el régimen de ahorro individual con solidaridad decidan cambiarse 
al de prima media con prestación definida. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
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Quienes a la fecha de vigencia de la presente Ley hubiesen cumplido los requisitos para acceder a la pensión de jubilación o 
de vejez, conforme a normas favorables anteriores, aun cuando no se hubiese efectuado el reconocimiento, tendrán 
derecho, en desarrollo de los derechos adquiridos, a que se les reconozca y liquide la pensión en las condiciones de 
favorabilidad vigentes, al momento en que cumplieron tales requisitos.  

PARÁGRAFO. Para efectos del reconocimiento de la pensión de vejez de que trata el inciso primero (1o) del presente artículo 
se tendrá en cuenta la suma de las semanas cotizadas con anterioridad a la vigencia de la presente ley, al Instituto de 
Seguros Sociales, a las Cajas, fondos o entidades de seguridad social del sector público o privado, o el tiempo de servicio 
como servidores públicos cualquiera sea el número de semanas cotizadas o tiempo de servicio.  

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo INEXEQUIBLE>   

ARTÍCULO 133. PENSIÓN SANCIÓN. El artículo 267 del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 37 de la Ley 
50 de 1990, quedará así:  

El trabajador no afiliado al Sistema General de Pensiones por omisión del empleador, que sin justa causa sea despedido 
después de haber laborado para el mismo empleador durante diez (10) años o más y menos de quince (15) años, continuos 
o discontinuos, anteriores o posteriores a la vigencia de la presente Ley, tendrá derecho a que dicho empleador lo pensione 
desde la fecha de su despido, si para entonces tiene cumplidos sesenta (60) años de edad si es hombre, o cincuenta y cinco 
(55) años de edad si es mujer, o desde la fecha en que cumpla esa edad con posterioridad al despido.  

Si el retiro se produce por despido sin justa causa después de quince (15) años de dichos servicios, la pensión se pagará 
cuando el trabajador despedido cumpla cincuenta y cinco (55) años de edad si es hombre, o cincuenta (50) años de edad si 
es mujer, o desde la fecha del despido, si ya los hubiere cumplido.  

La cuantía de la pensión será directamente proporcional al tiempo de servicios respecto de la que le habría correspondido al 
trabajador en caso de reunir todos los requisitos para acceder a la pensión de vejez en el régimen de prima media con 
prestación definida y se liquidará con base en el promedio devengado en los últimos diez (10) años de servicios, actualizado 
con base en la variación del Índice de Precios al Consumidor certificada por el DANE.  

PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará exclusivamente a los servidores públicos que tengan la 
calidad de trabajadores oficiales y a los trabajadores del sector privado.  

PARÁGRAFO 2o. Las pensiones de que trata el presente artículo podrán ser conmutadas con el Instituto de Seguros Sociales.  

PARÁGRAFO 3o. A partir del 1o. de enero del año 2.014 las edades a que se refiere el presente artículo, se reajustarán a 
sesenta y dos (62) años si es hombre y cincuenta y siete (57) años si es mujer, cuando el despido se produce después de 
haber laborado para el mismo empleador durante diez (10) años o más y menos de quince (15) años, y a sesenta (60) años 
si es hombre y cincuenta y cinco (55) años si es mujer, cuando el despido se produce después de quince (15) años de 
dichos servicios.  

 

2. Decisión 

Declararse INHIBIDA para pronunciarse de fondo sobre la constitucionalidad de los 
artículos 33 (parcial), 36 (parcial) y 133 (parcial) de la Ley 100 de 2003. 
 
3. Síntesis de los fundamentos  

Después de examinar los cargos de inconstitucionalidad que se dirigen contra expresiones 
de los artículos 33 y 133 de la Ley 100 de 1993, la Corte encontró que no cumplen los 
requisitos de certeza, suficiencia y pertinencia. Por su parte, el cargo formulado contra el 
artículo 36 no cumple la carga de suficiencia, que permitan un examen y pronunciamiento 
de fondo. La falta de certeza radica en que la demandante supone que las normas 
comportan una modificación en la vigencia del régimen de transición en materia pensional, 
no obstante que ninguna de estas disposiciones hacen referencia a dicho régimen, de 
manera que ni es posible predicar de estas  su desconocimiento de los prescito en el Acto 
Legislativo 1 de 2005. En otras palabras, el contenido que se les atribuye a las normas 
acusadas no se puede inferir de su tenor literal, ni a partir de los demás métodos de 
interpretación. Así mismo, al dirigirse los cuestionamientos a contenidos normativos 
hipotéticos, la demandante no logra cumplir el requisitos de suficiencia y pertinencia del 
cargo, pues no es posible generar una duda de inconstitucionalidad contra estas 
disposiciones por la presunta violación del parágrafo 4º del artículo 48 de la Constitución, 
en la medida en que esos preceptos regulan supuestos diversos a la transición pensional, 
asociados exclusivamente al sistema general de pensiones de la Ley 100 de 1993.  

En cuanto al artículo 36, si bien hace referencia al régimen de transición, el aparte 
demandado utiliza la misma expresión del parágrafo 4º del artículo 48 de la Constitución, 
modificado por el Acto Legislativo 1 de 2005, de manera que el cargo resulta insuficiente. 
Tampoco, resulta de recibo, el cargo basado en el derecho viviente, pues este no se 
configura con la existencia de una providencia sobre uno de los conceptos contenidos en 
la norma demandada y es insuficiente para conformar un sentido normativo. En este 
supuesto, el juez constitucional está frente a una simple aplicación de la ley.  De igual 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_sustantivo_trabajo_pr009.html#267
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modo, no se cumplen en el presente caso, los requisitos exigidos por la jurisprudencia 
para que se pueda considerar que existe derecho viviente susceptible de ser objeto de 
control de constitucionalidad.   
 
EXISTENCIA DE COSA JUZGADA EN RELACIÓN CON LA EXEQUIBILIDAD DEL INCREMENTO 

PUNITIVO AL TIPO PENAL DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 
 

 
     V.  EXPEDIENTE D-10026     -    SENTENCIA C-419/14  (Julio 2) 
          M.P. Alberto Rojas Ríos 
 

  
1. Norma acusada 

LEY 1142 DE 2007 
(Junio 28) 

Por medio de la cual se reforman parcialmente las Leyes 906 de 2004, 599 de 2000 y 600 de 2000 y se 
adoptan medidas para la prevención y represión de la actividad delictiva de especial impacto para la 

convivencia y seguridad ciudadana. 
 

Artículo  33. El artículo 229 de la Ley 599 de 2000, Código Penal quedará así: 

Violencia intrafamiliar. El que maltrate física o sicológicamente a cualquier miembro de su núcleo familiar, 
incurrirá, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor, en prisión de cuatro (4) a 
ocho (8) años. 

La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes cuando la conducta recaiga sobre un menor, una 
mujer, una persona mayor de sesenta y cinco (65) años o que se encuentre en incapacidad o disminución 
física, sensorial y psicológica o quien se encuentre en estado de indefensión. 

Parágrafo. A la misma pena quedará sometido quien, no siendo miembro del núcleo familiar, sea encargado 
del cuidado de uno o varios miembros de una familia en su domicilio o residencia, y realice alguna de las 
conductas descritas en el presente artículo. 

2. Decisión  

ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-368 del 11 de junio de 2014 que declaró 
EXEQUIBLE el artículo 229 de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 33 de la Ley 
1142 de 2007, en relación con los examinados en esta sentencia.  

 

 

JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB 
Vicepresidente  

 

 


